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1.      La Comisión de Derechos Humanos apoya fuertemente las actividades de la Oficina 
en Colombia de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
cuyo mandato se extendió en septiembre del 2002 por iniciativa del Presidente de la 
República de Colombia por un período de cuatro años hasta octubre del 2006. Esta Oficina 
desempeña una función esencial en la lucha contra las violaciones de los derechos humanos 
y el derecho internacional humanitario que se están cometiendo en Colombia, por medio de 
la observación, la asesoría, la cooperación técnica y las actividades de información y 
promoción. La Comisión expresa su beneplácito por la visita a Colombia en mayo del 2005 
de la Alta Comisionada Sra. Louise Arbour por invitación del Gobierno de Colom bia. 
 
2.      La Comisión confía que el Gobierno de Colombia, mediante la colaboración estrecha, 
seguirá apoyando y promoviendo activamente a la Oficina en Colombia de la Alta 
Comisionada para los Derechos Humanos para que pueda desarrollar su mandato completo 
y le insta al Gobierno de Colombia para que aproveche plenamente a los servicios de 
asesoría y cooperación técnica de la Oficina. La Comisión invita a continuar con el apoyo 
financiero para la Oficina en Colombia de la Alta Comisionada para los Derechos 
Humanos. 
 
3.      La Comisión de Derechos Humanos acoge con satisfacción el informe de la Alta 
Comisionada para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en 
Colombia (E/CN.4/2005/10), y toma nota del documento que contiene las observaciones 
del Gobierno de Colombia referente a ese informe (E/CN.4/2005/G/29.). La Comisión 
celebra el diálogo existente entre la Oficina en Colombia de la Alta Comisionada para los 
Derechos Humanos y el Gobierno de Colombia, y en particular con la Vicepresidencia, y 
las autoridades nacionales y regionales. La Comisión destaca los esfuerzos del Gobierno y 
de las instituciones estatales en el trabajo de implementación de las recomendaciones de la 
Alta Comisionada y reconoce los avances realizados hasta el momento. La Comisión hace 
un llamado al Gobierno de Colombia a que continúe sus esfuerzos para obtener prontos 
resultados, y a asegurar que las recomendaciones sean plenamente integradas y de forma 
coherente en todas las áreas de las políticas públicas. Llama a la comunidad internacional a 
continuar su apoyo para la oportuna implementación de las recomendaciones de la Alta 
Comisionada para los Derechos Humanos por parte de todos los responsables. 
 
4.      La Comisión acoge con beneplácito la cooperación del Gobierno de Colombia con los 
órganos y mecanismos de las Naciones Unidas para la promoción y protección de los 
derechos humanos. La Comisión da la bienvenida a la ratificación del Convenio 182 de la 
OIT sobre las Peores Formas del Trabajo Infantil. La Comisión también acoge con 
beneplácito el debate en curso referente a la ratificación de Colombia del Protocolo 
Facultativo a la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer. Hace un llamado al Gobierno de Colombia para que considere la 
ratificación de los tratados internacionales pendientes y que proceda con la ratificación 
formal de los que han sido aprobados. La Comisión urge al Gobierno y al Congreso a 



cumplir plenamente con las obligaciones asumidas por Colombia como Estado parte de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y de derecho humanitario. La Comisión 
hace un llamado al Gobierno de Colombia para que haga uso de los servicios técnicos y de 
asesoría de  la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, para la implementación de las recomendaciones de los procedimientos y 
mecanismos especiales. 
 
5.      La Comisión expresa grave preocupación en torno a la situación de los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario, particularmente en cuanto a los grupos 
vulnerables. La Comisión está especialmente alarmada por las denuncias de violaciones de 
los derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad y a la seguridad, al debido 
proceso, a la vida privada e intimidad, así como preocupada por las denuncias de 
infracciones a las libertades fundamentales de movimiento, de residencia, de opinión y de 
expresión. La Comisión reconoce los esfuerzos del Gobierno de Colombia para fortalecer el 
respeto de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, y toma nota de 
los esfuerzos de las instituciones estatales para investigar las violaciones de derechos 
humanos. La Comisión también toma nota que en el 2004 los grupos armados al margen de 
la ley fueron responsables de la gran mayoría de infracciones del derecho internacional 
humanitario y de actos criminales.  
 
6.      La Comisión urge que se lleven a cabo diálogos y negociaciones entre el Gobierno de 
Colombia y los grupos armados al margen de la ley, dirigidos a superar la situación de 
violencia derivada del conflicto con los grupos armados ilegales, y a lograr una paz 
duradera. La Comisión enfatiza la importancia de la verdad, la justicia y la reparación como 
parte de una estrategia integral de paz que debería llevar a la reconciliación y a la paz 
duradera.  
 
7.      La Comisión reitera su apoyo al Gobierno de Colombia en la búsqueda de una 
solución negociada al conflicto armado interno, incluyendo la participación directa de los 
grupos armados ilegales que estén dispuestos a cesar todas las hostilidades, y a desarrollar 
un proceso de paz constructivo y significativo; asimismo la Comisión acoge los esfuerzos y 
logros del Gobierno en ese campo hasta la fecha. La Comisión también subraya el papel 
desempeñado por el Secretario General de las Naciones Unidas y expresa su beneplácito 
por el compromiso de la Organización de Estados Americanos, el Gobierno de México, el 
Grupo de Países Amigos y de otros países, así como los esfuerzos de la Iglesia Católica, en 
los procesos para lograr la paz en Colombia. La Comisión hace un llamado para que se 
fortalezca la participación de la sociedad civil, como una contribución importante para el 
establecimiento de un diálogo hacia la paz. 
 
8.      La Comisión reafirma su apoyo a la Declaración de Londres, del 10 de julio de 2003, 
y a sus recomendaciones; así como a la Declaración de Cartagena, adoptada el 3 de febrero 
de 2005. La Comisión reconoce los esfuerzos y logros del Gobierno colombiano para 
desarrollar el espíritu de la Declaración de Londres, y lo alienta a continuar este proceso. 
La Comisión acoge los esfuerzos del gobierno colombiano para llevar a cabo un diálogo 
constructivo con la sociedad civil, y reconoce la importancia del  papel de la sociedad civil. 
 
9.      La Comisión enfatiza su pleno apoyo al Gobierno colombiano en sus esfuerzos para 
establecer el Estado de Derecho en todo el territorio nacional, combatir la impunidad, y 



luchar contra el terrorismo y la producción y el tráfico de drogas ilícitas, en el marco del 
Estado de Derecho y el respeto por los derechos humanos. La Comisión ve con agrado el 
hecho de que actualmente las autoridades competentes puedan ejercer sus atribuciones en 
casi todos los municipios; acoge, igualmente, el hecho de que la mayor presencia del 
Estado le ha permitido adoptar medidas para la prevención y la protección de la población 
civil en las cabeceras municipales.   
 
10.     La Comisión toma nota del proceso para el desarme y la desmovilización 
actualmente en curso. La Comisión urge al Gobierno y el Congreso de Colombia a 
establecer lo antes posible un marco jurídico integral para el proceso de desarme, 
desmovilización y reintegración de los grupos armados al margen de la ley, que reconozca 
y garantice plenamente los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Dicho marco 
jurídico llevaría a la paz duradera en el contexto del buen gobierno, la democracia, el 
estado de derecho y el respeto por los derechos humanos,  y a la vez contribuiría a la 
reconciliación nacional.  Este marco jurídico debe también reconocer el principio de que las 
personas acusadas de violaciones y abusos de los derechos humanos no pueden evitar la 
acción de la justicia ni que sus conductas queden en la impunidad. 
 
11.     La Comisión está preocupada por la persistencia de problemas relacionados con el 
acceso a la justicia, la independencia e imparcialidad judicial, las garantías judiciales y la 
presunción de inocencia. La Comisión hace un llamado al Gobierno de Colombia para que  
incremente su acción frente al problema de la impunidad, y para que tome medidas 
tendientes a mejorar la capacidad y la eficacia del sistema judicial. En este contexto, la 
Comisión reconoce la adopción de un nuevo procedimiento penal oral que agiliza los 
procesos. La Comisión subraya la importancia del papel de la Corte Constitucional en la 
defensa de los derechos humanos -civiles y políticos, así como económicos, culturales y 
sociales- la democracia y el Estado de Derecho. La Comisión también toma nota de l a 
labor de la Defensoría del Pueblo y de otras instituciones estatales en la defensa de los 
derechos humanos. 
 
12.     La Comisión urge al Gobierno y al Congreso de Colombia a tomar en cuenta el 
derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario en el 
proceso de reforma del sistema judicial, de manera que se garantice el control judicial sobre 
las acciones del estado, se asegure el respeto de las garantías judiciales para sus ciudadanos, 
y se garantice que a los militares no se les otorguen facultades judiciales incompatibles con 
las obligaciones internacionales. La Comisión reconoce las reformas introducidas en la 
Fiscalía General de la Nación con el aporte de los servicios de asesoría de la Oficina en 
Colombia de la Alta Comisionada y con el apoyo financiero de la comunidad internacional. 
La Comisión también hace un llamado a la Vicepresidencia para que continúe sus 
actividades en el marco del Programa de Lucha contra la Impunidad. En relación con un 
marco apropiado para la reforma judicial que pueda contribuir al fortalecimiento del Estado 
de Derecho, la Comisión recomienda al Gobierno colombiano que continúe utilizando el 
servicio de asesoría y cooperación técnica de la Oficina en Colombia de la Alta 
Comisionada para los Derechos Humanos. 
 
13.     La Comisión alienta al Gobierno de Colombia a que continúe desarrollando la 
intención loable de adoptar el Plan de Acción Nacional para los Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Humanitario, así como a adoptar ese Plan, a más tardar, en 



diciembre del 2005, y toma nota con satisfacción de sus esfuerzos para preparar el Plan 
mediante un proceso pleno y transparente de consultas con representantes de la población 
civil. En ese sentido, la Comisión celebra el Acuerdo de Cooperación Técnica firmado 
entre la Vicepresidencia y la Oficina en Colombia de la Alta Comisionada para los 
Derechos Humanos. 
 
14.     La Comisión alienta al Gobierno de Colombia a seguir desarrollando, de acuerdo con 
los parámetros internacionales, el sistema estadístico para que cubra adecuadamente las 
violaciones de los derechos humanos y las infracciones del derecho internacional 
humanitario, mediante la utilización de la asesoría de  la Oficina de la Alta Comisionada. 
 
15.     La Comisión también ve con agrado la disminución en los indicadores de violencia 
como los homicidios, las masacres y los secuestros en comparación con 2003. Comparte la 
preocupación del Gobierno en el sentido de que el nivel y la frecuencia de tales crímenes 
siguen siendo extremadamente altos.  
 
16.     La Comisión reitera la necesidad de que todas las medidas de seguridad tomadas en 
desarrollo de la Política de Seguridad Democrática cumplan con las obligaciones de 
Colombia frente al derecho internacional de los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario. La Comisión toma en cuenta que en Colombia existen 
procedimientos de detención y  el derecho de habeas corpus. Sin embargo, también expresa 
su profunda preocupación por los informes referentes a ejecuciones extrajudiciales, 
atribuidas a miembros de la fuerza pública o a otros servidores públicos; así como informes 
de detenciones y allanamientos masivos llevados a cabo sin los fundamentos jurídicos 
apropiados, y la práctica de arrestos y detenciones individuales o masivas. También expresa 
gran preocupación por los informes sobre el uso generalizada de la tortura y la persistencia 
de la desaparición forzosa. La Comisión reconoce que el Gobierno somete dichos informes 
a las autoridades competentes para su investigación. 
 
17.     La Comisión expresa preocupación por el papel de la información no verificada 
proporcionada por informantes. La Comisión hace un llamado al Gobierno Colombiano 
para que no utilice información que no ha sido debidamente verificada. La Comisión toma 
nota de que el Gobierno de Colombia ha establecido un sistema para remitir la información 
proporcionada por los informantes a procedimientos de verificación.  
 
18.     La Comisión expresa gran preocupación por los informes referentes a la 
responsabilidad de miembros de la fuerza pública por infracciones del derecho 
internacional humanitario. La Comisión expresa su seria preocupación frente a los informes 
de casos de apoyo, colusión o complicidad de agentes estatales con los grupos 
paramilitares, y alienta al  Gobierno de Colombia a fortalecer sus políticas para eliminar 
todo vínculo entre grupos paramilitares y funcionarios públicos, a nivel regional y nacional, 
y toma nota del creciente número de investigaciones desarrolladas por el Estado. Hace un 
llamado al Gobierno de Colombia para que incremente sus esfuerzos para investigar tales 
informes y procesar de acuerdo con la jurisdicción ordinaria al personal involucrado. 
También hace un llamado al Gobierno para que haga uso de las facultades legales a su 
disposición para garantizar que se adopten las medidas de suspensión del cargo cuando la 
investigación arroje pruebas significativas sobre complicidad con las fuerzas paramilitares. 
 



19.     La Comisión solicita al Gobierno de Colombia que implemente de manera firme su 
compromiso para impulsar las investigaciones de denuncias de desapariciones forzadas, 
perpetradas mayoritariamente por grupos paramilitares pero también, en algunos casos, 
atribuidas a la fuerza pública. La Comisión expresa su preocupación por los informes sobre 
el creciente número de detenciones arbitrarias que pueden llevar a la estigmatización y a 
amenazas hacia los miembros de la sociedad civil que han sido detenidos. 
 
20.     La Comisión ve con agrado la invitación extendida por el Gobierno de Colombia al 
Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzosas o Involuntarias para visitar el país en 
junio. La Comisión también toma nota de la labor de la Defensoría del Pueblo, junto con 
otras instituciones, para establecer un mecanismo de investigación de los casos de 
desaparición forzada.  
 
21.     La Comisión condena todas las infracciones del derecho internacional humanitario en 
Colombia y hace un llamado a todas las partes en conflicto para que respeten el derecho 
internacional humanitario, incluyendo los principios humanitarios de distinción, limitación, 
proporcionalidad e inmunidad de la población civil.  
 
22.     La Comisión condena las masacres y la violencia cruel, particularmente los 
asesinatos de ocho miembros de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, incluyendo 
cuatro menores de edad, el 21 de febrero de 2005, y hace un llamado al Gobierno de 
Colombia para que asegure que se lleve a cabo una completa investigación de esta masacre, 
y que los autores sean llevados ante la justicia.  
 
23.     La Comisión condena enérgicamente las continuas infracciones al cese de 
hostilidades por parte de los grupos paramilitares, y el hecho de que todos los grupos 
armados al margen de la ley continúen utilizando medios violentos y cometiendo graves y 
numerosas infracciones, tales como: ataques contra la población civil, ataques 
indiscriminados, homicidios, masacres, toma de rehenes,  desplazamiento forzoso, 
reclutamiento de menores y violencia contra mujeres y niñas. 
 
24.     La Comisión condena enérgicamente todos los actos de terrorismo y otros ataques 
criminales, tales como: ataques contra la vida, la integridad física y la libertad y seguridad 
personales, cometidos por los grupos armados al margen de la ley. Urge enfáticamente a 
todos los grupos armados al margen de la ley a cumplir con el derecho internacional 
humanitario y respetar el ejercicio legítimo por parte de la población civil de sus derechos 
humanos.  
 
25.     La Comisión ve con beneplácito las acciones muy positivas tomadas por el Gobierno 
para cumplir con la Convención sobre la Prohibición del Uso, Almacenamiento, 
Producción y Transferencia de Minas Antipersonal, especialmente la reciente destrucción 
por el Ejercito Nacional de las minas almacenadas. Alienta al Gobierno a continuar con el 
proceso de desminado, así como con los esfuerzos para prevenir y limitar los riesgos para la 
población - especialmente para los desplazados y retornados - y a fortalecer los 
mecanismos para brindar asistencia a las víctimas de minas antipersonal. La Comisión hace 
un llamado a la comunidad internacional para que siga apoyando los programas 
establecidos por el Gobierno de Colombia para cumplir con la Convención de Ottawa. La 
Comisión condena los frecuentes ataques indiscriminados  cometidos por los grupos 



armados al margen de la ley con minas antipersonal, que han provocado la muerte o 
mutilación de centenares de colombianos, incluyendo mujeres y niños y niñas. La 
Comisión urge enfáticamente a todos los grupos armados ilegales a cumplir con la 
Convención y a suspender rápidamente el uso de minas antipersonal y a destruir todas las 
que tienen almacenadas.  
 
26.     La Comisión también condena el reclutamiento de un gran número de menores de 
edad por parte de los grupos armados al margen de la ley, y les urge a abandonar el 
reclutamiento de menores de edad, y a desmovilizar inmediamente a aquellos que 
actualmente están en sus filas, en concordancia con la resolución 1539del Consejo de 
Seguridad  del 22 de abril de 2004. La Comisión alienta al Gobierno de Colombia a 
intensificar sus esfuerzos para asegura la reintegración a la sociedad de todos los niños y 
niñas soldados. 
 
27.     En ese sentido, la Comisión toma nota de que se han hecho algunos progresos para 
terminar con el reclutamiento y la utilización de menores por parte de los grupos armados 
al margen de la ley. Reconoce que el Programa Nacional para el Desarme, la 
Desmovilización y la Reinserción del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar (ICBF) 
ha brindado asistencia a más de 800 menores entre noviembre de 2003 y diciembre de 
2004, y que otros 550 recibieron asistencia del programa para el desarme, la 
desmovilización y la reintegración para niños indígenas y afro-colombianos de la 
Organización Internacional para las Migraciones durante los últimos dos años, como se 
documentó en el informe del Representante Especial de las Naciones Unidas sobre los 
niños en el conflicto armado (S/2005/72.) 
 
28.     La Comisión condena firmemente la práctica de secuestro, sea con fines políticos o 
económicos. La Comisión expresa profunda preocupación por el alto número de personas 
secuestradas, y deplora las consecuencias de los secuestros sobre las víctimas, sus familias 
y la sociedad en su conjunto. La Comisión urge la liberación inmediata e incondicional de 
todos los secuestrados. En este contexto, la Comisión subraya la importancia de llegar a un 
acuerdo humanitario que puede llevar a la liberación rápida de los secuestrados y al fin de 
la práctica del secuestro. La Comisión también condena el hecho de que los grupos 
armados al margen de la ley siguen financiando sus actividades mediante el secuestro y la 
participación en la producción y el tráfico de drogas ilícitas. 
 
29.     La Comisión ve con beneplácito los esfuerzos del Gobierno para asegurar la 
presencia de la fuerza pública en todo el territorio nacional y para desarrollar respuestas 
preventivas frente a los riesgos para los grupos vulnerables, a través del Comité 
Interinstitucional de Alerta Temprana, y reconoce los avances logrados hasta ahora en ese 
sentido. La Comisión alienta al Gobierno a fortalecer y mejorar aún más al CIAT, 
especialmente mediante la revisión de los mecanismos de evaluación de riesgos que se han 
adoptados. También alienta al CIAT analizar con cuidado los informes de riesgos que 
tienen que ver con los grupos paramilitares además de los grupos guerrilleros. 
 
30.     La Comisión deplora el hecho de que los defensores de derechos humanos, incluidos 
sindicalistas, organizaciones de mujeres, líderes sociales, periodistas, formadores de 
opinión y funcionarios locales que incluyen a los miembros de partidos políticos, líderes 
comunitarios, funcionarios judiciales y empresarios, siguen siendo particularmente 



afectados por el conflicto armado, y siguen siendo víctimas de homicidios y amenazas por 
parte de los grupos armados al margen de la ley. La Comisión alienta al Gobierno a 
asegurar que los programas de protección de defensores de derechos humanos y otros 
grupos vulnerables sean integrales y eficaces. Al reafirmar sus preocupaciones en cuanto al 
clima de hostilidad que existe en torno a la labor de los defensores de derechos humanos, la 
Comisión también anima al Gobierno a asegurar que todos los servidores públicos de todos 
los niveles muestren el debido respeto por el trabajo individual y colectivo desarrollado por 
los defensores de derechos humanos. La Comisión hace un llamado al Gobierno para que 
asegure que no se formulen declaraciones públicas que podrían poner en peligro sus vidas, 
integridad y seguridad.  
 
31.     La Comisión ve con agrado el aumento en los recursos destinados al Programa de 
Protección del Ministerio del Interior y de Justicia para la población vulnerable, y la 
integración permanente de los programas de protección dentro del Plan Nacional de 
Desarrollo. La Comisión toma nota del diálogo constructivo con la sociedad civil realizado 
por el Vicepresidente en Cartagena en febrero de 2005 y expresa la esperanza de que tal 
acercamiento siga fortaleciéndose.  
 
32.     La Comisión sigue profundamente preocupada por el número aún muy alto de 
Desplazados Internos y urge a los grupos armados al margen de la ley a abstenerse de 
cometer acciones que generen desplazamientos. Reconoce la tendencia a la baja en el 
número de nuevos desplazados, aunque toma nota del hecho de que el número total de 
desplazados aumentó. La Comisión hace un llamado al Gobierno de Colombia para que 
continúe con la implementación de las recomendaciones del Representante del Secretario 
General para los Desplazados Internos y le anima a que continúe cooperando con los 
órganos internacionales, particularmente la Oficina del Alto Comisionado para los 
Refugiados y el Comité Internacional de la Cruz Roja. La Comisión apoya los esfuerzos 
para lograr soluciones duraderas a la crisis de la situación humanitaria, que sigue siendo 
grave; Estos incluyen el Plan Nacional de atención integral a la población desplazada, 
cuyos recursos financieros han sido aumentados. También alienta al Gobierno de Colombia 
a finalizar el Plan de Acción Humanitaria e implementar ambos planes con urgencia. La 
Comisión urge a todos los grupos armados al margen de la ley a permitir el acceso 
humanitario en todo el territorio nacional.  
 
33.     La Comisión deplora la violencia continua contra las comunidades indígenas y afro-
colombianas. La Comisión también expresa gran preocupación por la situación de las 
comunidades indígenas y afro-colombianas que están sujetas al confinamiento.  
 
34.     La Comisión también condena las violaciones en curso de los derechos económicos, 
sociales y culturales de miembros de las minorías y las comunidades indígenas y urge a 
todos los actores a respetar su estatus cultural especial. Hace un llamado a todos los grupos 
armados al margen de la ley para que respeten la identidad y la integridad de estas minorías 
y comunidades indígenas. Al apoyar los esfuerzos del Gobierno de Colombia para 
promover y proteger los derechos de los miembros de las minorías y las comunidades 
indígenas, la Comisión hace un llamado al Gobierno de Colombia para que aumente sus 
esfuerzos para aliviar la pobreza extrema en regiones donde existen grandes 
concentraciones de minorías y comunidades indígenas. La Comisión alienta al Gobierno a 



tomar medidas especiales y urgentes para defender a las comunidades indígenas en riesgo 
de extinción y prevenir su desplazamiento forzado.  
 
35.     La Comisión condena las violaciones continuas de los derechos de las mujeres y 
niñas y el clima de impunidad en el que esas violaciones ocurren y enfatiza la necesidad de 
investigar, procesar y castigar a los responsables de tales violaciones. La Comisión condena 
particularmente los informes sobre ataques contra la integridad y dignidad personales de 
mujeres y niñas, la violencia sexual y de género, y las prácticas semejantes a la esclavitud 
sexual que se han atribuido principalmente a miembros de los grupos armados al margen de 
la ley, pero también a miembros de la fuerza pública. La Comisión alienta al Gobierno a 
adoptar una perspectiva de género en el abordaje del problema de la impunidad y en las 
garantías para los derechos de las víctimas del conflicto armado a la verdad, la justicia y la 
reparación; así como en el desarrollo y la implementación de políticas públicas para 
enfrentar la pobreza y las inequidades sociales y económicas. La Comisión apoya los 
esfuerzos del Gobierno para establecer los programas de la Consejería Presidencial para la 
Igualdad de la mujer en las áreas de construcción de la paz, seguridad, desarrollo y mujer 
rural, además de desarrollar un sistema estadístico preciso para monitorear la situación de la 
mujer dentro del marco de cumplimiento de los compromisos de Beijing, y hace un llamado 
al Gobierno a implementar esos programas. También subraya la importancia del Acuerdo 
Nacional sobre la Igualdad de Género y la Política Nacional de la Salud Sexual y 
Reproductiva y urge a que se logren mayores avances en estas áreas. 
 
36.     La Comisión también deplora las violaciones al derecho a la vida de los niños y las 
niñas. Está preocupada por la persistencia del abandono, del trabajo infantil, de la 
explotación y abuso sexuales, del maltrato físico y la violencia intra-familiar, y hace un 
llamado para que se desarrollen políticas específicas para enfrentar estos problemas. 
 
37.     La Comisión subraya la necesidad de fortalecer la acción frente a la pobreza, la 
exclusión, la injusticia social y la brecha en la distribución de la riqueza. La Comisión 
apoya los esfuerzos del Gobierno de Colombia para enfrentar la pobreza extrema, el 
analfabetismo y el desempleo y para garantizar el acceso a la salud, la educación y la 
vivienda, y alienta al Gobierno a adoptar una perspectiva de género en la formulación de las 
políticas en esas áreas. La Comisión ve con agrado la caída en la tasa de desempleo. 
 
38.     La Comisión además hace un llamado al Gobierno de Colombia para que haga uso 
pleno de los servicios de asesoría y de cooperación técnica de la Oficina en Colombia de la 
Alta Comisionada para los Derechos Humanos con miras a asegurar que las normas y 
medidas adoptadas por las instituciones colombianas sean compatibles con el derecho 
internacional de los derechos humanos. La Comisión también hace un llamado al Gobierno  
de Colombia para que garantice la rápida implementación de las recomendaciones de la 
Alta Comisionada para los Derechos Humanos; y reitera la necesidad de adoptar durante el 
primer semestre de 2005 un cronograma para la implementación de las mismas. La 
Comisión ve con beneplácito el compromiso del Gobierno de Colombia para trabajar con 
un espíritu constructivo con la Oficina en Colombia de la Alta Comisionada para los 
Derechos Humanos, con el fin de examinar la implementación y evaluación de las 
recomendaciones.  
 



39.     La Comisión hace un llamado a la comunidad internacional para que continúe 
apoyando la pronta implementación, por todas las partes involucradas, de las 
recomendaciones de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos. 
 
40.     La Comisión pide a la Alta Comisionada que le presente en su LXII periodo de 
sesiones un informe detallado que contenga un análisis realizado por la Oficina de la Alta 
Comisionada de los Derechos Humanos de la situación de los derechos humanos en 
Colombia, de conformidad con el acuerdo suscrito entre el Gobierno de Colombia y su 
Oficina sobre el funcionamiento de la oficina permanente en Bogotá. 
 


